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Resumen 
Este trabajo asume como punto de partida que el escándalo suscitado tras la incautación del llamado 
archivo Castiglioni –donde se presume existen pruebas de espionaje ilegal en democracia– configuró una 
ventana de oportunidad que permitió colocar nuevamente los asuntos de inteligencia en la agenda de 
gobierno. A partir del marco de corrientes múltiples, se argumenta que el ágil reconocimiento del pro-
blema, mediante la creación de una comisión investigadora parlamentaria (corriente de los problemas) 
y la presencia de soluciones concretas aportadas por los poderes ejecutivo y legislativo (corriente de las 
políticas), suponen una oportunidad de cambio que dependerá, en gran parte, de la capacidad de los 
actores para capitalizar la misma: reducir la brecha entre soluciones y problemas (corriente de la política). 
Palabras clave: archivo Castiglioni; inteligencia; parlamento; Uruguay. 
Abstract
This work assumes as a starting point that the scandal that arose after the seizure of the so-called Casti-
glioni archive –where there is presumption that there is evidence of illegal espionage in democracy– set 
up a window of opportunity that allowed to put intelligence issues back on the government agenda. 
From the framework multiple-streams, it is argued that the agile recognition of the problem through 
the creation of a parliamentary commission of inquiry (problem stream) and the presence of concrete 
solutions provided by the executive and legislative (policy stream) represent an opportunity for change 
that will depend largely on the capacity of actors to capitalize on it: bridging the gap between solutions 
and problems (political stream).
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Introducción
 
En Uruguay, al igual que en gran parte de los 
países de la región, las actividades de inteli-
gencia han pasado inadvertidas. Las fuerzas de 
seguridad, en su rol de burocracias especiali-
zadas, cuentan con una acumulación privile-
giada que, en gran medida, les permite osten-
tar el monopolio del saber en los asuntos de 
inteligencia. A excepción de un conjunto de 
trabajos más o menos recientes (Alvarez 2015 
y 2016; Aparicio, García y Terra 2013; Capó 
2003; González 2002; Jouroff 2009; Rico 
2007), el conocimiento es nulo en el ámbito 
académico. Y, lo que es más, dentro del siste-
ma político el tema ha despertado un interés 
residual.
En el año 2011, cuando se reconocieron 
formalmente los inconvenientes de control 
mediante la creación de una comisión parla-
mentaria ad hoc, el sistema político logró ge-
nerar propuestas de mutuo acuerdo luego de 
dos años de discusión. Sin embargo, el asunto 
no consiguió posicionarse como una priori-
dad de política y al final se diluyó en un con-
texto signado por la campaña electoral para las 
elecciones presidenciales y legislativas del año 
2014. Producto de la incautación del llamado 
archivo Castiglioni –donde se presume existen 
pruebas de espionaje ilegal en democracia,2 a 
inicios del nuevo período de gobierno (2015), 
los asuntos de inteligencia tomaron nueva-
mente estado público. Esta vez, la presencia 
2 Elmar Castiglioni, sobrino de Víctor Castiglioni, quien 
fuera jefe de la inteligencia policial antes y durante la dicta-
dura cívico-militar, falleció en septiembre del año 2015. Fue 
Subdirector del Centro de Altos Estudios Nacionales y jefe 
de la Dirección Nacional de Inteligencia del Estado. Produc-
to de una investigación iniciada años antes por la exministra 
de Defensa Nacional, Azucena Berruti, el 3 de octubre del 
año 2015 la justicia allanó el domicilio particular de Cas-
tiglioni incautando un voluminoso archivo de inteligencia.  
de un escándalo de magnitud generó una si-
tuación insostenible para el sistema político: 
las exigencias de transparencia aumentaron 
al tiempo que disminuyeron las posibilidades 
de legitimar una dirección autónoma de los 
servicios.
La evidencia empírica disponible en la re-
gión indica que los procesos de reforma del 
sector se producen por voluntad política o por 
escándalo (Dammert 2007; Gómez de la Torre 
2009). En este último caso, el hecho contro-
vertido constituye el primer eslabón de una 
cadena de sucesos que terminan por configu-
rar una reforma del sector. Vale aclarar que las 
perturbaciones externas, en este caso el escán-
dalo, son necesarias pero no suficientes para 
que los cambios se produzcan. 
Resulta central analizar en qué circunstan-
cias un escándalo logra ingresar en la agenda 
de gobierno y qué factores deben converger 
para que una vez en la órbita gubernamental, 
puedan generarse cambios en la política públi-
ca. Este trabajo asume como punto de partida 
que el escándalo suscitado tras la incautación 
del llamado archivo Castiglioni, configuró una 
ventana de oportunidad que permitió colocar 
los asuntos de inteligencia en la agenda de go-
bierno.
A partir del marco de corrientes múlti-
ples (Kingdon 1984), se argumenta que el 
ágil reconocimiento del problema mediante 
la creación de una Comisión Investigadora 
parlamentaria (corriente de los problemas) y 
la presencia de soluciones concretas aportadas 
por los poderes ejecutivo y legislativo (corrien-
te de las políticas), suponen una oportunidad 
de cambio que dependerá, en gran parte, de 
la capacidad de los actores para capitalizar la 
misma: reducir la brecha entre soluciones y 
problemas (corriente de la política). La pre-
sentación del artículo se estructura en tres sec-
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ciones. En primer lugar, se presenta el marco 
teórico-metodológico del trabajo. En segundo 
lugar, se aborda el análisis del caso atendiendo 
individualmente a las dimensiones presentes 
en el marco de corrientes múltiples. A modo 
de conclusión, se presentan algunas tenden-
cias a futuro.
Marco teórico-metodológico 
   
Modelo de corrientes múltiples 
El establecimiento de la agenda de gobierno 
es uno de los momentos más importantes del 
proceso político (Aguilar Villanueva 1993). 
En un contexto en el que capacidad de aten-
ción es necesariamente limitada, las elites gu-
bernamentales deciden qué asuntos serán o 
no tratados (Cobb y Elder 1984). La incor-
poración de un asunto en la agenda de gobier-
no conduce al punto inicial del ciclo de una 
política pública (Subirats et al. 2008; Meny y 
Thoing 1992); por ello, resulta central deter-
minar cuál es el comportamiento que sigue el 
gobierno para decidir qué asuntos serán de su 
interés y de qué forma éstos podrán dirigirse 
de la agenda a una acción concreta de política 
(Nelson 1993).
En su clásica obra Agendas, Alternatives 
and Public Policies, Kingdon (1984) señala 
que, en la mayor parte de los casos, la agen-
da del gobierno es un proceso escasamente 
estructurado. A partir de una revisión del 
“modelo de bote de basura” propuesto por 
Cohen, March y Olsen (1972), introduce el 
término de “ventana de oportunidad política” 
para describir el funcionamiento de las dis-
tintas oportunidades de elección. El modelo 
propuesto por Kingdon (1984) se compone 
de tres corrientes independientes: (i) corrien-
te de los problemas (problem stream); (ii) co-
rriente de las políticas (policy stream); y, (iii) 
corriente de la política (political stream). La 
primera hace referencia al proceso por el cual 
los actores deciden sobre qué problemas han 
de concentrarse. La segunda tiene que ver con 
las propuestas de políticas elaboradas, es decir, 
las soluciones. Finalmente, la corriente de la 
política incluye los diversos acontecimientos 
que configuran una situación favorable para 
que un asunto sea tomado en cuenta. 
Las tres corrientes circulan por canales se-
parados y cada una tiene sus propias reglas. 
Las propuestas se generan de manera inde-
pendiente de si está resolviendo un proble-
ma, se reconocen los problemas haya o no 
una solución y los eventos políticos tienen 
su propia dinámica: “Algo se hace cuando la 
ventana está abierta, o se pierde la oportu-
nidad, y los defensores tienen que esperar a 
que se abra la siguiente ventana” 3 (Kingdon 
2001, 332). Los cambios de política ocurren 
cuando las tres corrientes se ensamblan. Los 
problemas son reconocidos, existen soluciones 
y las condiciones políticas son adecuadas. En 
palabras del autor, “los defensores desarrollan 
sus ideas durante un largo período de tiempo. 
Desarrollan sus razones y la información de 
apoyo, preparan sus propuestas, y luego ata-
can cuando surge esa oportunidad. Llamo a 
esa ocasión una ventana de política abierta” 
(Kingdon 2001, 332).
Estas ventanas pueden abrirse de distintas 
maneras en cada una de las corrientes. Ya sean 
impulsadas por la evolución de la aceptabili-
dad de una solución propuesta (corriente de 
las políticas), por el reconocimiento de un 
problema (corriente de los problemas) o por 
un cambio político (corriente de la política). 
3  Traducción propia. 
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En todos los casos se interrumpe el flujo nor-
mal de la política y se abre un espacio de ac-
ción (Zahariadis 2010). Además de su aplica-
bilidad casi a cualquier lugar, tiempo o política 
(Cairney y Jones 2016; Cairney y Zahariadis 
2016), la principal fuente de valor del modelo 
es que no conduce a resultados inevitables, al 
tiempo que permite explorar distintos factores 
explicativos del cambio (Kingdon 2001, 333).
Estudios de inteligencia en América Latina
Las actividades de inteligencia forman parte 
de un gran tabú. Una breve revisión de la si-
tuación regional deja en evidencia algunos de 
los factores explicativos de esta situación: la 
inteligencia se ha caracterizado por ser un área 
cerrada y reservada, poseedora de un complejo 
legado autoritario y de escasa participación y 
conocimiento civil. La desconfianza generali-
zada en la actividad así como la dificultad para 
acceder a fuentes confiables de dominio públi-
co, han alimentado el exiguo interés académi-
co respecto al tema (Barreiro y Rivera 2011; 
Bruneau y Matei 2010; Herman 2003). 
Así y todo, los denominados estudios de 
inteligencia4 han progresado considerable-
mente en la región acompañando los recientes 
procesos de reforma y re-reforma de los ser-
vicios. Desde hace poco más de una década, 
se han publicado decenas de libros colectivos 
en los que participan diversos estudiosos de 
la región,5 han emergido revistas académi-
cas que señalan el interés en los asuntos de 
4 Sobre la definición y el desarrollo de los llamados estu-
dios de Inteligencia puede consultarse Díaz (2005), Gill y 
Phythian (2012), Glees (2013), Macartney (1999). 
5 Los libros coordinados desde la National Intelligence Uni-
versity por Swenson y Lemozy (2003 y 2009) y Swenson y 
Sancho (2014) son un claro ejemplo de este avance.
inteligencia,6 es posible observar el surgimien-
to de redes profesionales que promueven es-
pacios de debate e investigación7 y, además, de 
la presencia de especialistas latinoamericanos, 
pues existe un grupo de reconocidos acadé-
micos extranjeros que realizan investigaciones 
sobre la región.8
La democratización de la inteligencia, en-
tendida como la institucionalización de los 
servicios bajo control democrático (Bruneau 
y Matei 2011), ha sido el asunto que ha des-
pertado mayor interés entre los estudiosos del 
área. El hecho de que los servicios de inteligen-
cia hayan sido utilizados para acciones repre-
sivas durante los regímenes autoritarios (Calle 
y Gómez de la Torre 2011) y que, aún en la 
actualidad, la política de inteligencia se con-
sidere un tema pendiente en la consolidación 
democrática de la región (Maldonado 2009; 
Ugarte 2016), explica en gran parte estas preo-
cupaciones. En tal sentido, los principales eru-
ditos del área han señalado que la democracia 
exige servicios de inteligencia políticamente 
neutrales, transparentes y eficaces. En la difí-
cil relación inteligencia-democracia existe una 
delgada línea entre hacer bien las cosas y hacer 
bien las cosas correctas, es decir, no se trata solo 
de resultados y maximización de recursos, tam-
bién de transparencia y rendición de cuentas. 
6 Dentro de las revistas académicas que en los últimos años 
han publicado artículos dedicados a las actividades de inte-
ligencia en América Latina se encuentran: Revista AAInteli-
gencia (Chile); Urvio, Revista Latinoamericana de Estudios 
de Seguridad (Ecuador); Journal Intelligence and National 
Security (EEUU); International Journal of Intelligence and 
CounterIntelligence (EE.UU); International Journal of In-
telligence, Security, and Public Affairs (España); Journal of 
Mediterranean and Balkan Intelligence (Grecia).
7 Un claro ejemplo de ello es la RedLatin (Red Latino Me-
diterránea de Inteligencia) que nuclea, en su mayoría, acadé-
micos de América Latina y España.
8 Dentro de los que han mantenido mayor continuidad: Ste-
ven Boraz; Hans Born; Thomas Bruneau; Peter Gill; Florina 
Cristiana Matei; Russell Swenson, entre otros. 
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En este largo camino hacia la democrati-
zación, los formuladores de políticas enfren-
tan múltiples desafíos a la hora de emprender 
una reforma del sector. Grosso modo, los prin-
cipales estudios centran su atención en tres: 
legados del pasado, falta de interés y conoci-
miento civil y resistencia de los servicios de in-
teligencia. Ya sean los estudios centrados en la 
dependencia de la trayectoria, que atribuyen 
las dificultades de cambio a los hechos del pa-
sado, aquellos que postulan un racional desin-
centivo en los tomadores de decisión produc-
to del escaso interés civil, o los que centran 
su atención en los elementos que aseguran la 
supervivencia de los servicios, resultan rígidos 
a la hora de explicar el cambio en la política. 
Sin desconocer los desafíos resaltados por la 
literatura, este trabajo busca aportar a la com-
prensión del caso uruguayo, a partir de la ex-
ploración de un contexto particular en el que 
circulan diversos actores que buscan transfor-
mar sus ideas en soluciones de políticas. De 
acuerdo al marco analítico del trabajo, a pesar 
de los constreñimientos, las ideas de política 
pueden cambiar cuando las ventanas de opor-
tunidad para las nuevas políticas se abren ante 
los acontecimientos y las viejas políticas ya no 
resuelven los problemas públicos.
Estrategia metodológica
El presente artículo busca reconstruir el pro-
ceso de discusión y negociación actual sobre 
los asuntos de inteligencia en Uruguay. Por 
tratarse de un proceso que aún se encuentra 
en una etapa de discusión, se acude a una 
estrategia cualitativa de recolección y análi-
sis de la información. El alcance del trabajo 
es exploratorio en tanto procura organizar y 
presentar la información disponible tomando 
como base el instrumental conceptual del mo-
delo de corrientes múltiples. 
Como fuentes se consideran diversos do-
cumentos políticos, parlamentarios y mate-
rial de prensa. De forma adicional, se utilizan 
datos provenientes de entrevistas abiertas en 
profundidad y semiestructuradas por correo 
electrónico realizadas a representantes políti-
cos. El trabajo de campo tuvo lugar en dos 
instancias. Las primeras entrevistas fueron 
realizadas para una investigación anterior del 
autor (Alvarez 2014) y complementadas con 
otros encuentros para este trabajo.
Análisis
   
Antecedentes del caso uruguayo9  
Hasta el momento en el que trascendió parte 
del contenido del archivo Castiglioni, el déficit 
de control de las actividades de inteligencia en 
democracia fue un secreto a voces. El asunto 
fue recurrente desde el inicio del nuevo ciclo 
democrático, y a pesar de ello, los intentos del 
sistema político por apañar la situación fue-
ron escasos y por momentos contradictorios. 
Aunque durante la primera presidencia luego 
de la dictadura cívico-militar, las sospechas de 
espionaje estuvieron latentes, no fue hasta la 
década de los 90, con el secuestro y posterior 
asesinato del bioquímico chileno Eugenio Be-
rríos, que se confirmó la magnitud del pro-
blema. En una entrevista realizada en el año 
2008, el en ese entonces Presidente, Luis Al-
berto Lacalle, se refirió a este caso “como una 
relación entre integrantes de los servicios de 
inteligencia actuando fuera de sus funciones 
9 Para una presentación detallada de los antecedentes his-
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específicas y guiados por relaciones y compro-
misos personales” (Israel 2008, 258). 
A pesar de ello, durante las primeras dos 
décadas, luego de la restauración democrática, 
se constatan tan solo dos restructuraciones del 
sector, ambas durante las administraciones de 
Julio María Sanguinetti (1985-1990/1995-
2000). La primera, en el año 1986, estableció 
que el Servicio de Información de las Fuer-
zas Armadas (SIFFA) pasara a denominarse 
Dirección General de Información de De-
fensa (DGID) y a depender directamente 
del Ministerio de Defensa Nacional (Ley N° 
15.848). La segunda, en el año 1999, trans-
formó la DGID en la Dirección Nacional de 
Inteligencia de Estado (DINACIE) dotándola 
de prerrogativas de inteligencia interior (De-
creto N° 405/99).
Apenas entrado el gobierno de Jorge Bat-
lle (Partido Colorado 2000-2005), el atenta-
do terrorista del 11 de septiembre en Nueva 
York tuvo repercusiones para la inteligencia 
uruguaya. La principal medida adoptada, en 
octubre del año 2001, fue la de otorgar a la 
DINACIE la responsabilidad de conducir las 
actividades de inteligencia sobre el terroris-
mo en el territorio nacional (El Observador, 
26/1/2002) dando señales de debilitamiento 
del control civil y refrendando el virtual mo-
nopolio militar en los asuntos de inteligencia 
(González 2002). Con el ingreso del Frente 
Amplio al gobierno nacional en el año 2005, 
las áreas de defensa, seguridad e inteligencia 
constituyeron un verdadero reto para una co-
lectividad de izquierda caracterizada histórica-
mente por su postura crítica hacia el modelo 
de conducción de los partidos tradicionales en 
dichas arenas de política pública. A pesar de 
ello, las administraciones de dicho partido, al 
igual que sus antecesores, no lograron proce-
sar cambios sustantivos en la materia. 
Por Ley N° 17.930 (Presupuesto Nacio-
nal 2005-2010) el Presidente Tabaré Vázquez 
creó el Cargo de Coordinador de los Servi-
cios de Inteligencia del Estado. A más de 
una década de su creación, dicho cargo ha 
sufrido de una serie de inconsistencias que 
dan cuenta de las dificultades de su institu-
cionalización. En primer lugar, y producto 
de las controversias generadas en el seno del 
sistema político, el mismo no fue reglamen-
tado durante la primera administración de 
Vázquez. En segundo lugar, y en estrecha 
relación con lo anterior, desde su creación, 
el cargo estuvo más de la mitad del tiempo 
acéfalo. En poco más de un lustro, ha tenido 
tres titulares, un civil y dos militares retira-
dos: Augusto Gregori (2010-2013), Ramón 
Bonilla (2013-2015) y Washington Martínez 
(2016-actualidad), respectivamente. 
El hecho de que hasta el año 2011 no 
se efectuara una discusión profunda sobre 
el asunto responde a múltiples factores. De 
acuerdo al exministro de Defensa Nacional y 
Presidente de la Comisión Especial de Inteli-
gencia, creada ese mismo año,  
no hubo voluntad política de asumir di-
cho proceso de discusión. A la salida de la 
dictadura, las condiciones de la salida de 
la dictadura, probablemente no lo posibi-
litaban. Y durante los siguientes períodos 
de gobierno se soslayó o minimizó la im-
portancia de una discusión al respecto (Ba-
yardi. J, entrevista semiestructurada, 1 de 
octubre de 2014). 
El argumento es compartido por los represen-
tantes de los partidos de la oposición que inte-
graron dicha Comisión. De acuerdo a uno de 
los legisladores del Partido Nacional, “este fue 
un tema que no estuvo en la agenda política y 
sobre el cual siempre hubo una oscuridad muy 
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importante” (García. J, comunicación perso-
nal, 18 de agosto de 2014). Desde el Partido 
Colorado, se aseguró que “existe un total des-
conocimiento de las actividades y a veces es 
más fácil mirar para un costado que sentarse a 
estudiar y ver cómo solucionar el tema” (Amy. 
J, comunicación personal, 3 de septiembre de 
2014).
Como se puede observar, los sucesivos go-
biernos convirtieron la ausencia de políticas 
en la política hacia los servicios de inteligen-
cia. Tras la restauración democrática, las elites 
gubernamentales renunciaron, en favor de los 
servicios de inteligencia, a sus funciones bási-
cas de control y regulación. La inexistencia de 
un entramado institucional que otorgue po-
sibilidades reales de supervisar las actividades 
continúa siendo el principal desafío.
Tres corrientes, una oportunidad de cambio
El gobierno de José Mujica (Frente Amplio 
2010-2015) representó un punto de inflexión 
en el desarrollo de los problemas, las políti-
cas y la política. Como se puede apreciar en el 
gráfico 1, la iniciativa presentada por el Par-
tido Colorado y la posterior reglamentación 
del cargo de Coordinador de los Servicios de 
Inteligencia por parte del gobierno, desenca-
denaron la creación de la Comisión Especial 
de Inteligencia. Luego de que la Comisión 
presentara un Proyecto de Ley consensuado 
por los partidos políticos, el asunto se diluyó 
durante la campaña electoral para las eleccio-
nes presidenciales y legislativas de 2014. Sin 
embargo, la ventana de oportunidad abierta 
luego del escándalo suscitado tras la incauta-
ción del archivo Castiglioni en 2015 permitió 
colocar nuevamente los asuntos de inteligen-
cia en la agenda de gobierno. 
Corriente de los problemas
En septiembre del año 2016, el semanario 
Brecha publicó una crónica titulada Servicios 
Continuados. En el encabezado de la misma 
se afirmaba: 
El estamento político debería estar preocu-
pado por la autonomía de la inteligencia 
militar que, desde 1985, venía desarro-
llando actividades de espionaje de las que 
fueron víctimas presidentes, ex presidentes, 
senadores, diputados, jueces y fiscales, par-
tidos políticos, sindicatos y organizaciones 
sociales (Blixen a, 02/09/2016).
El artículo daba cuenta de los informes ela-
borados por Isabel Wscherbor, en nombre de 
la Secretaria de Derechos Humanos del Pa-
sado Reciente, y Álvaro Rico, Decano de la 
Facultad de Humanidades y coordinador del 
equipo de historiadores de la Universidad de 
la República, que habían sido encargados por 
la jueza Beatriz Larrieu a raíz del material in-
cautado en el domicilio particular del falleci-
do coronel Elmar Castiglioni a finales del año 
2015. Los datos revelados en dicha oportuni-
dad representaron un escándalo por partida 
doble. Por un lado, se daba cuenta del involu-
cramiento de personal castrense y policial en 
tareas de espionaje ilegal en democracia. De 
acuerdo a los informes citados, los servicios 
de inteligencia mantuvieron un sistema de 
espionaje ilegal sobre personalidades políticas, 
partidos políticos y organizaciones sociales 
desde la restauración democrática. Por otro, se 
destacaba la discrecionalidad de los distintos 
actores del gobierno. Concretamente, se cues-
tionaba la falta de transparencia en el manejo 
de la información. 
Respecto a lo primero, Rico (2016, 7) 
señala en su informe que “las prácticas es-
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tatales y las metodologías de producción de 
inteligencia en la etapa democrática reprodu-
cen las prácticas verificadas durante la dic-
tadura”. Respecto a lo segundo, Wscherbor 
(2016, 5) asegura que “el Estado ha tenido 
la tendencia a privatizar o seleccionar a los 
actores que tienen la competencia de inves-
tigar sobre este período, generando procesos 
de desclasificación parcial o selectivo de la 
documentación”.
En este caso, el rol de los medios de comu-
nicación fue clave en el proceso. Como se ha 
argumentado, el ejercicio de control externo 
de los medios de comunicación en materia de 
inteligencia se produce, generalmente, a través 
de la lente de un escándalo y resulta útil en 
tanto origina que las ramas oficiales del go-
bierno adopten soluciones de política específi-
cas (Matei 2014). La publicación de Brecha y 
las lecturas realizadas a posteriori orientaron de 
Gráfico 1. Cronología de sucesos claves en la corriente de los problemas, las políticas y la 
política, Uruguay (2010-2017).
2010 2011 2014 2015 2016 2017
16/06 Partido Colorado 
presenta Proyecto de Ley 
para la creación de una 
Comisión Parlamentaria 
de Supervisión de los 
Servicios de Inteligencia
26/07 Por Decreto 
225/010 Poder Ejecutivo 
reglamenta el cargo de
Coordinador de los 
Servicios de Inteligencia 
creado por Ley 17.930   
29/04 Por Decreto 
3578/14 se aprobó la 
Política de Defensa 
Nacional, formulada por el 
Consejo de Defensa 
Nacional 
02/09 Comisión ad hoc 
presenta informe final y 
Proyecto de Ley Marco de 
Inteligencia ante la 
Asamblea General 
  
02/09 Semanario Brecha revela 
parte de la información incautada 
en el domicilio del coronel Elmar 
Castiglioni
 27/09 Bancada del Frente 
Amplio discute la creación de 
una Comisión Investigadora 
Parlamentaria 
 11/10 Senadores de la 
oposición convocan al Ministro 
de Defensa Nacional en 
régimen de Comisión General
21/11 Dip. Puig presenta 
denuncia al Parlamento y se 
crea una Comisión 
Preinvestigadora
22/11 Ministro de Defensa 
Nacional concurre al 
Parlamento
23/11 Parlamento crea 
Comisión Investigadora
26/12 Poder Ejecutivo remite al 
Parlamento Proyecto de Ley 
Marco de Inteligencia
  
23/10 Partido Colorado 
presenta Proyecto de Ley 
para la creación de un  
Sistema de Inteligencia 
Estratégica del Estado   
23/11 Asamblea General 
crea Comisión ad hoc
con fines legislativos en 
Inteligencia de Estado
02/10 Por orden del Poder 
Judicial se realiza 
allanamiento en el domicilio 
del coronel Elmar Castiglion  
19/12 Se promulga la Ley de 
Presupuesto Nacional por la 
cual la Dirección Nacional de 
Inteligencia de Estado pasó a 
denominarse Dirección
de Inteligencia Estratégica
08/12 Se reúne por primera 
vez la Comisión Investigadora
15/12 Comienzan las 
citaciones (ver tabla 1)
15/02 Proyecto de Ley Marco 
de Inteligencia ingresa a 
estudios de la Comisión 
Especial de Seguridad y 
Convivencia de la Cámara de 
Representantes 
01/07 Comisión Investigado-
ra solicita prórroga por seis 
meses al Parlamento (8/12)  
Fuente: elaboración propia.
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forma particular el problema y coadyuvaron 
para que el asunto se mantuviese en la agenda. 
Las denuncias no solo se centraron en el con-
tenido del material incautado sino que desta-
caron el problema de fondo: la autonomía de 
los servicios de inteligencia y las responsabili-
dades del sistema político por ello (Búsqueda, 
08/09/2016; Blixen b, 23/09/2016; El Obser-
vador, 02/11/2016; El País, 26/12/2016). 
A lo anterior, se sumó el involucramiento 
de distintas organizaciones de la sociedad civil 
e incluso miembros de organismos interna-
cionales. Luego de que diversos dirigentes sin-
dicales confirmaran lo publicado por Brecha 
(Sala de Redacción, 16/10/2016), el Sindicato 
Único de Telecomunicaciones (Sutel) presen-
tó una denuncia penal para que se investigue 
el espionaje al que fue expuesto dicho sindica-
to (Portal PIT-CNT, 01/10/2016). En el mis-
mo orden, la central de trabajadores organizó 
un encuentro titulado La democracia vigilada 
en la que participaron, entre otros, el periodis-
ta Samuel Blixen, autor de la nota de Brecha, 
y Mirtha Guianze, titular de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos y Defensoría 
del Pueblo (La Diaria a, 22/11/2016).
También durante el mes de noviembre, la 
organización Madres y Familiares de Urugua-
yos Detenidos Desaparecidos solicitó acceso al 
archivo Castiglioni durante un encuentro con 
el Presidente de la Suprema Corte de Justi-
cia, Ricardo Pérez Manrique (La Diaria b, 
13/11/2016), al tiempo que el relator especial 
de la OEA para la libertad de expresión, Edi-
son Lanza, aseguró en una entrevista mante-
nida con Brecha que “es hora de que el país 
tenga una discusión en serio sobre el ejercicio 
de la actividad de inteligencia y cómo debe ser 
controlada” (Blixen c, 18/11/2016).
Ante la magnitud de la denuncias, las re-
percusiones dentro del sistema político fueron 
inmediatas. Casi en simultáneo a la publi-
cación, el Parlamento solicitó explicaciones 
al Poder Ejecutivo e inició las negociaciones 
para conformar una investigadora parlamen-
taria. Distintos sectores del Frente Amplio 
(IR, Casa Grande, Partido por la Victoria del 
Pueblo y Partido Comunista) presentaron 
una propuesta para conformar una Comisión 
Investigadora apoyada por los partidos de la 
oposición. 
En la Cámara de Representantes, los Di-
putados oficialistas Luis Puig y Óscar Groba 
fueron enfáticos al señalar la actitud que debía 
tomar el sistema político. Mientras el primero 
señaló que “la democracia uruguaya no pue-
de adoptar el papel del avestruz: actuar como 
si esta situación no existiera, sino que, por el 
contrario, se la debe investigar a fondo” (Dia-
rio de sesiones CRR, N° 4058-2016, 31). El 
segundo argumentó “que debe existir la ma-
yor transparencia en dar a conocer todos estos 
archivos, los anteriores, los que se descubrie-
ron y los que andan por allí; debemos estar 
muy atentos a esos temas” (Diario de sesiones 
CRR, N° 4059-2016, 23). 
Por su parte, en la Cámara de Senadores, el 
senador del Partido Independiente Pablo Mie-
res se refirió al problema de la falta de control:
El Parlamento también deberá discutir, de 
una vez por todas, si el sistema democráti-
co uruguayo creará una estructura orgánica 
de los servicios de inteligencia del Estado 
que dé tranquilidad a todos los uruguayos 
respecto del manejo de la información […] 
Nuestro país, a diferencia de la gran mayo-
ría de los países democráticos, no estable-
ció un marco legal regulatorio de las acti-
vidades de inteligencia (Diario de sesiones 
CSS, Nº 35-Tomo 557, 2016).
Finalmente, con fecha 21 de noviembre, el 
diputado Luis Puig (PVP-FA) presentó ante 
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la Cámara de Representantes la denuncia de 
los hechos solicitando la conformación de una 
Comisión Preinvestigadora. Del texto de la de-
nuncia es posible destacar tres hechos que dan 
cuenta de la definición del problema. Prime-
ro, el rol de los medios de comunicación en la 
configuración de los elementos que fundaron 
la denuncia y en el ejercicio de la supervisión 
externa del gobierno. Segundo, el status otor-
gado a las actividades de inteligencia conside-
rándolas parte fundamental de las políticas de 
seguridad y defensa. Finalmente y no menos 
importante, el reconocimiento de las actuales 
falencias en materia de control parlamentario. 
Luego de dos sesiones en las que se anali-
zó la denuncia, la Comisión Preinvestigadora, 
integrada por Jorge Pozzi y Roberto Chiazzaro 
por el Frente Amplio y Gustavo Penadés por 
la oposición, votó por unanimidad la creación 
de la Comisión Investigadora y presentó un 
único informe en el que se señala como obje-
tivo de la Comisión: 
Proponer medidas legislativas, políticas y 
de gobierno para, en caso de comprobarse 
esas prácticas, evitar que sigan ocurriendo 
y asegurarse de que no vuelvan a ocurrir 
en el futuro, en particular en lo referente 
a establecer un control democrático sobre 
la acción de los servicios de inteligencia 
del Estado (Carpeta N° 165-Repartido N° 
594, 2016)
La Comisión Investigadora –“sobre posibles 
actos de inteligencia de Estado, violatorios de 
Tabla 1. Citaciones de la Comisión Investigadora (2016-2017) 
Fecha Nombre (s) Vínculo con el caso
Jue, 15-12-2016 Isabel Wschebor-Álvaro Rico Peritos judiciales
Lun, 20-02-2017 Samuel Blixen Periodista del semanario Brecha
Lun, 06-03-2017 José Clastornik Director Ejecutivo de Agesic*
Lun, 13-03-2017 Azucena Berruti Exministra de Defensa Nacional
Lun, 08-05-2017 Jorge Tiscornia-María del Carmen Martínez
Encargados de digitalizar la información 
incauta en 2007**
Lun, 15-05-2017 Antonio Marchesano-Raúl Iturria Exministro del Interior / Exministro de Defensa Nacional
Lun, 05-06-2017 Juan Andrés Ramírez-Juan Luis Storace Exministro del Interior / Exministro de Defensa Nacional
Lun, 12-06-2017 Didier Opertti-Yamandú Fau Exministro del Interior / Exministro de Defensa Nacional
Lun, 03-07-2017 Ángel Gianola-Luis Rosadilla Exministro del Interior / Exministro de Defensa Nacional
Lun, 10-07-2017 Luis Hierro López Exministro del Interior
Lun, 17-07-2017 Daniel Borrelli-José Bayardi Exministro del Interior / Exministro de Defensa Nacional
* Fue convocado a instancias del Diputado Trobo para asesorar a la comisión respecto a los alcances de las indagatorias.
** Ambos fueron contratados en 2007 por la Ministra Azucena Berruti para digitalizar la información que la jerarca había confiscado en el 
Centro de Instrucción de Oficiales de Reserva.
Fuente: elaboración propia en base al sistema de información parlamentaria.
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la normativa legal y constitucional, llevados 
a cabo por personal policial o militar desde 
1985 a la fecha”– fue finalmente creada el 23 
de noviembre de 2016. La misma, es presidi-
da por el diputado Gerardo Núñez del Frente 
Amplio y secundada en la vicepresidencia por 
el Diputado Jaime Trobo del Partido Nacio-
nal. Hasta el momento, en el que se redactó 
este artículo,10 la Comisión había recibido a 
distintas personalidades relacionadas de una u 
otra manera con el caso, tal y como se puede 
apreciar en la tabla 1. 
 
Corriente de las políticas
Una vez reconocido el problema, las propues-
tas de política surgieron de inmediato. En la 
corriente de las políticas, las distintas solucio-
nes pueden: (a) adoptarse sin cambios; (b) fu-
sionarse entre sí a partir de una negociación; 
o, (c) no ser tomadas en cuenta. En este caso, 
la propuesta de política del Poder Ejecutivo 
recoge y modifica una solución presentada 
años antes por el Poder Legislativo que, como 
se puede apreciar en el gráfico 1, tiene como 
antecedentes los distintos planteos surgidos a 
comienzos del gobierno de José Mujica. 
En una entrevista realizada una semana 
después de la publicación de la información, 
el ministro de Defensa Nacional, Jorge Me-
néndez, aseguró:
El Ministerio de Defensa Nacional ha con-
solidado todo ese trabajo que hizo la co-
misión parlamentaria [Comisión Especial 
de Inteligencia (2011)]. Nosotros, con mi 
firma, elevamos días pasados a refrenda de 
10 Se espera que, hasta el mes de diciembre, la Comisión 
reciba a los altos mandos de los servicios de inteligencia y 
posteriormente a los expresidentes desde la restauración de-
mocrática. 
otros ministerios y a consideración del Eje-
cutivo Nacional, el Proyecto de Ley de In-
teligencia que creemos deberá tener el país 
en el futuro (Caras y Caretas, 13/09/2016). 
El informe de la Comisión Especial de Inteli-
gencia elevado a la Asamblea General en sep-
tiembre de 2014, destacaba, entre otras cosas, 
“la importancia de haber podido abordar un 
tema tan importante para el país y que el mis-
mo se realizó con el aporte de todos los par-
tidos políticos con representación parlamen-
taria” (Carpeta Nº 8611-Repartido Nº 23, 
2014). Sin embargo, el éxito de la negociación 
interpartidaria no garantizó la discusión pos-
terior del Proyecto en el plenario, y tampoco 
su aprobación (Alvarez 2014). De acuerdo a 
uno de los miembros de la Comisión de Re-
dacción –creada a instancias de la Comisión 
Especial– entrevistado para este trabajo, el 
principal problema fue el tiempo: 
Cuando trabajas en algo de esta magnitud, 
el tema de los tiempos no es sencillo. Noso-
tros éramos conscientes, pero entre la dis-
cusión a la interna de cada partido una vez 
que terminamos el borrador en la Comisión 
de Redacción, y el tema de agenda de nues-
tros invitados, logramos terminar a finales 
de 2014. Ya no había tiempo de aprobar la 
propuesta, teniendo en cuenta que faltaba 
discutirla en el plenario (Amy. J, comunica-
ción personal, 15 de junio de 2017).
El hecho de que la Comisión Especial finali-
zara su actividad durante la campaña electoral 
del año 2014, determinó que al asunto pasara 
a un segundo plano, tal y como lo reconoció 
un miembro de la misma durante la presenta-
ción del Proyecto de Ley en la Asamblea Ge-
neral: “Tal vez esto escape a la atención, ya 
que los tiempos electorales la derivan hacia 
otros asuntos” (Diario de sesiones AG, N° 62-
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Tomo 94, 2014, 82). Una prueba adicional 
de ello, surge del análisis de los programas de 
gobierno. De los cuatro partidos integrantes 
de la Comisión Especial, solo dos hicieron re-
ferencia a las actividades de inteligencia (Pro-
grama Partido Colorado 2014, 344 y Progra-
ma Partido Nacional 2014, Cap. IV, 39-43). 
El Frente Amplio, identificado como favorito 
en dicha elección, no planificó dentro de sus 
prioridades para el período 2015-2020 la po-
lítica de inteligencia.11 
A pesar de ello, mediante la Ley de Presu-
puesto Nacional (2015-2019), promulgada en 
diciembre de 2015, el presidente electo Tabaré 
Vázquez determinó que la DINACIE pasará a 
denominarse Dirección de Inteligencia Estra-
tégica (DIE) dependiendo del Ministerio de 
Defensa Nacional y en lo referente a aspectos 
funcionales y administrativos, del Estado Ma-
yor de la Defensa (artículo 120). Durante el 
llamado a sala, al Ministro Menéndez –luego 
del escándalo suscitado tras la incautación del 
archivo Castiglioni–, este dedicó parte de su 
intervención a la explicación de las actividades 
que actualmente cumple dicha institución, al 
tiempo que descartó prácticas de espionaje 
ilegal (Diario de sesiones CSS, Nº 45-Tomo 
559, 2016).
Como se puede observar, la corriente de las 
políticas se desarrolló de forma independien-
te a la de los problemas, cuestión que facilitó 
la presentación de una propuesta inmediata 
ante la irrupción de este último. Al momento 
de elevar el Proyecto de Ley en diciembre de 
11  Cabe destacar que, mientras la Comisión Especial fina-
lizaba su trabajo, el gobierno de José Mujica, por Decreto 
3578/14, aprobó la Política de Defensa Nacional formulada 
por el Consejo de Defensa Nacional. Dentro de los Linea-
mientos Estratégicos de la Defensa Nacional, en su apartado 
dedicado a los asuntos domésticos, destaca como objetivo 
“fortalecer el Sistema de Inteligencia del Estado” (Política de 
Defensa Nacional 2014, 28).
2016, el Ejecutivo contaba con un importante 
acervo en la materia y una discusión previa a 
nivel ministerial y legislativo. Así lo recono-
ció en la exposición de motivos del Proyecto 
recordando que “existe un compromiso de 
todo el sistema político, de todos los partidos 
con representación parlamentaria, de avanzar 
en esa Ley marco que atienda a una función 
como la inteligencia”. 
La propuesta actual mantiene la esencia 
del documento presentado por la Comisión 
Especial, aunque introduce una serie de modi-
ficaciones no menores. En términos generales, 
el Proyecto de Ley se compone de seis títulos 
y 39 artículos. El Título I define el alcance de 
la Ley y establece las normas de actuación de 
los órganos que integran el Sistema Nacional 
de Inteligencia. Determina que el Poder Eje-
cutivo es quien fijará la Política Nacional de 
Inteligencia, definiendo a esta última como 
el “procedimiento sistemático de recolección, 
análisis, procesamiento y diseminación de in-
formación, cuya finalidad es producir conoci-
miento útil para la toma de decisiones”.
Respecto a las tareas de inteligencia, se es-
tablece que deberán realizarse de acuerdo a los 
lineamientos estratégicos fijados en la Política 
Nacional de Inteligencia y respetando en todo 
momento los derechos humanos y los princi-
pios generales del régimen democrático de go-
bierno. En tal sentido, se prohíbe a los órganos 
de inteligencia la ejecución de tareas represivas, 
la intervención en la vida política y social del 
país y la divulgación de información obtenida 
en el ejercicio de sus funciones, salvo excepcio-
nes en las que mediare disposición judicial. 
El Título II refiere a la integración del Sis-
tema Nacional de Inteligencia (SNI) y a la 
creación de la Secretaria de Inteligencia de Es-
tado (SIEE). Esta última, se crea como órgano 
desconcentrado dependiente del Poder Ejecu-
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tivo y se le asignan múltiples cometidos. La 
SIEE estará a cargo del Director Nacional de 
Asuntos Estratégicos, quien la dirigirá. A dife-
rencia de lo establecido en el Proyecto redac-
tado por la Comisión Especial, dicho Director 
será designado y cesado por el Poder Ejecutivo 
sin venia del Parlamento. En tal sentido, otra 
de las modificaciones, establece que el cargo 
será de dedicación exclusiva e incompatible 
con cualquier otra actividad.
El Título III refiere a los procedimientos 
especiales para la obtención de información, 
estableciendo que toda operación de búsque-
da de información que realicen los órganos 
que componen el SNI deberá ser autorizada 
por el Poder Judicial. Nuevamente, el Ejecu-
tivo establece un cambio respecto al Proyecto 
de la Comisión Especial agregando las figuras 
de “agente encubierto” y de “informante”. El 
Título IV refiere a los controles a los que es-
tará sujeto el SNI. Por un lado, se establecen 
los mecanismos de control interno, estando a 
cargo de los jerarcas de cada uno de los servi-
cios del SNI. Por otro, en lo que refiere a los 
controles externos, se afirma que la Asamblea 
General creará una comisión parlamentaria 
bicameral de control y supervisión del SIN, 
en la que se encontraran presentes todos los 
partidos políticos con representación parla-
mentaria.
El Título V refiere a la información, cla-
sificación, desclasificación y reclasificación de 
la misma, de acuerdo a la Ley Nº 18.381 de 
Acceso a la Información Pública, con la salve-
dad de que no se podrá acudir a dichas figuras 
cuando se trate de información que refiera a 
la violación de derechos humanos o sea rele-
vante para prevenir u investigar dichos actos. 
Finalmente, el Título VI, contiene las disposi-
ciones transitorias por las que, de aprobarse el 
Proyecto, se dispone el pasaje de los créditos y 
bienes de cualquier naturaleza que hubiesen 
sido asignados al Coordinador a la SIEE. A 
pesar del alto grado de acuerdo manifestado 
por la totalidad de los actores, los cambios no 
deben minimizarse, en particular aquel que 
establece que el Director de la SIEE será de-
signado y cesado por el Poder Ejecutivo sin 
venia del Parlamento ya que el mismo puede 
ocasionar descontentos en el Parlamento.12 
Corriente de la política 
Tras la creación de la Comisión Investigadora 
y la presentación del Proyecto de Ley por par-
te del Poder Ejecutivo, la discusión tomó un 
vuelco favorable en la corriente de la política. 
El desconocimiento de las actividades de inte-
ligencia en democracia manifestado por cada 
uno de los exministros citados a la Comisión 
Investigadora, confirmó la falta de control so-
bre los servicios de inteligencia despertando 
cada vez mayores voces a favor del tratamiento 
del Proyecto de Ley.
A excepción de la exministra Berruti,13 
ninguno de los convocados logró aportar 
información relevante para la investigación 
parlamentaria. Luego de que los exministros 
Antonio Marchesano (Interior) y Raúl Iturria 
(Defensa) brindaran sus declaraciones ante la 
citada Comisión, el Presidente de la misma 
aseguro que “lo que se establece es el divor-
cio, aparentemente según las declaraciones 
de los exministros, que existía entre el mando 
político y quien los denominaba para las ta-
12  Representantes de los partidos de la oposición consulta-
dos para este trabajo manifestaron que la designación debe 
contar con venia legislativa. 
13  Existe una complementación entre el archivo incautado 
actualmente y otro confiscado por la citada Ministra en la 
Escuela de Inteligencia del Ejército en el año 2006. 
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reas de inteligencia, y quienes efectivamente 
llevaban adelante las tareas” (La República, 
16/05/2017). 
Lo anterior fue confirmado durante la 
comparecencia de los exministros Juan Andrés 
Ramírez (Interior) y Juan Luis Storace (De-
fensa), cuando este último aseguró que duran-
te su gestión el Ministerio no estaba intere-
sado en las actividades de inteligencia y que 
en ninguna oportunidad existió una rendición 
de cuentas por parte de los servicios (El Ob-
servador, 06/06/2017; Blixen a, 09/06/2017). 
Finalmente, las declaraciones del exministro 
Borrelli (Interior) que aseguró que “había una 
ocultación de información bastante importan-
te”, motivaron a que el propio Presidente de la 
Comisión Investigadora volviera a insistir en 
la necesidad de trabajar sobre el Proyecto de 
Ley, tal y como lo manifestó ante la prensa: 
Que no haya habido controles en las la-
bores de Inteligencia, en este caso militar, 
preocupa. Ojalá estemos avanzando en 
estos próximos meses en una Ley de In-
teligencia, estratégica, con características 
nacionales, que fundamente sólidamente, 
lo que son los controles, las garantías (La 
República, 18/07/2017).
Casi en simultáneo, el exministro de Defensa 
Nacional y expresidente de la Comisión Es-
pecial de Inteligencia, José Bayardi, argumen-
tó que, “hay que tener una Ley que regule la 
tarea de inteligencia [ya que] es inherente al 
proceso de toma de decisiones, el tema es que 
tiene que estar subordinado al mando políti-
co” (Montevideo Portal, 25/07/2017). En el 
mismo sentido, el actual Ministro de Defensa 
Nacional, Jorge Menéndez, aseguro que, 
el Parlamento Nacional tiene un instru-
mento muy importante para poner al ser-
vicio de la nación que el Ejecutivo envió 
tiempo atrás […] La Ley de Inteligencia 
Estratégica es una Ley muy importante 
para el Estado donde reafirma, entre otras 
cosas, el control parlamentario de las ac-
tividades de inteligencia, una innovación 
total en nuestro país (Radio Uruguay, 
25/07/2017).  
En la actualidad, el Proyecto de Ley se encuen-
tra a estudio de la Comisión Especial de Segu-
ridad y Convivencia de la Cámara de Represen-
tantes desde mediados del mes de febrero del 
presente año. Según la información recogida 
en el sistema de información parlamentaria, 
el asunto ha sido tratado en dos oportunida-
des en las que se solicitó recopilar los insumos 
parlamentarios del tema y coordinar la compa-
recencia a la Comisión de los integrantes del 
Poder Ejecutivo que Presidencia de la Repúbli-
ca estime pertinente (Carpeta N° 1763-Versión 
Taquigráfica N° 979 y N° 1011, 2017). 
Consultado para este trabajo, el Vicepresi-
dente de la Comisión Investigadora y miem-
bro de la Comisión Especial de Seguridad 
y Convivencia, Jaime Trobo, aseguró que, 
aunque se trate de procesos paralelos –el tra-
tamiento del problema en la Comisión Inves-
tigadora y el tratamiento de las soluciones en 
la Comisión Especial–, “en los intercambios 
hay consenso en la necesidad de aprobar el 
Proyecto que está radicado en la Comisión de 
Seguridad y Convivencia, en tiempo breve”. 
En tal sentido, consideró que,  
El Proyecto debe ser aprobado sin que ello 
esté condicionado por la existencia de una 
Comisión Investigadora. Nos preocupa 
que si sobre fines de este año no se pue-
da aprobar en Diputados y pueda pasar al 
Senado para su tratamiento en el primer 
tercio del 2018 encontremos dificultades 
para terminar el proceso. Hay que apurarse 
(Trobo. J, entrevista semiestructurada, 28 
de julio de 2017).
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Actualmente, la cuestión de fondo reside en 
determinar si, independientemente del pro-
ceso que se encuentra en curso en la Comi-
sión Investigadora, los legisladores tratarán y 
aprobarán el marco legal que se encuentra a 
estudio de la Comisión Especial de Seguri-
dad y Convivencia. Como se puede apreciar, 
el problema de “los tiempos” vuelve a escena 
como en el año 2014. Mientras la Comisión 
Especial aún no ha comenzado a discutir el 
Proyecto –paso previo para que el mismo se 
discuta en el plenario– la Comisión investi-
gadora continuará su labor hasta fin de año, 
e incluso evalúa solicitar una nueva prórroga 
que extendería un semestre más la discusión.
Tendencias a futuro
¿Tendrá Uruguay una Ley de Inteligencia en 
el corto plazo? Como se dijo al presentar el 
marco analítico de este trabajo, los cambios 
de política ocurren cuando las tres de las 
corrientes se ensamblan. Las ventanas no 
permanecen abiertas por tiempo indetermi-
nado y, en caso de que los actores no logren 
hacer confluir soluciones y problemas o que 
los acontecimientos que dieron apertura a la 
oportunidad no continúen en la escena polí-
tica, la oportunidad se desvanece y los actores 
deben aguardar una nueva oportunidad.
La evidencia analizada indica que la venta-
na de política abierta tras el escándalo del ar-
chivo Castiglioni permitió colocar los asuntos 
de inteligencia en la agenda de gobierno. La 
creación de la Comisión Investigadora parla-
mentaria implicó un ágil reconocimiento del 
problema y el resurgimiento de soluciones de 
política que habían sido procesadas anterior-
mente. El hecho de que la corriente de las po-
líticas se haya desarrollado en forma previa a 
partir de la creación de la Comisión Especial 
de Inteligencia en 2011, facilitó la presenta-
ción de una propuesta inmediata ante el reco-
nocimiento del problema. 
Distintos sucesos confirmatorios de este 
último, determinaron que la discusión tomara 
un giro favorable en la corriente política. Los 
distintos actores tienden a coincidir en que, 
ante el estado de situación actual, resulta cen-
tral la aprobación del Proyecto de Ley por el 
cual se crea el Sistema Nacional de Inteligen-
cia. “Los tiempos” vuelven a ser determinantes 
pero, a diferencia del proceso iniciado durante 
el quinquenio anterior, la emergencia de un 
escándalo de magnitud, la experiencia ganada 
por los actores del sistema político durante el 
proceso de discusión iniciado en 2011 y el in-
volucramiento de nuevos actores aseguran, a 
priori, que el asunto no podrá ser descartado 
sin razón aparente. 
Sobre esto último, cabe destacar que los 
medios de comunicación, junto a los actores 
independientes de la sociedad civil, han des-
empeñado un papel fundamental en la super-
visión del sistema político y en la formación 
de la opinión pública respecto a los asuntos 
de inteligencia. En ese sentido, se destaca su 
rol en la definición, inclusión y permanencia 
del problema en la agenda gubernamental, así 
como en la difusión de información de interés 
con un criterio de “democracia informativa”.14 
Continuar analizando los elementos que, 
eventualmente, puedan surgir durante el pro-
ceso aún en curso, así como evaluar el impacto 
de los mismos en la discusión política, permi-
tirá concluir de forma más certera si se produ-
14  Durante el mes de julio de 2017, el semanario Brecha 
con un criterio que denominó de “democracia informativa” 
puso a consideración del público en general los documentos 
sobre el presunto espionaje en democracia que se encuentran 
en su poder (Brecha b, 28/07/2017). 
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cirá en el corto plazo un cambio en las políti-
cas de inteligencia o, de lo contrario, estamos 
en presencia de un nuevo intento fallido.  
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